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	Tema
	Ejercicio de funciones jurisdiccionales por autoridades administrativas-La dirección Nacional de Derechos de Autor en procesos relacionados con derechos de autor.

	Norma demandada
	Ley 1564 de 2012. Artículo 24. Ejercicio de funciones jurisdiccionales por autoridades administrativas-autoridades nacionales competentes en materia de propiedad intelectual.

“Las autoridades administrativas a que se refiere este artículo ejercerán funciones jurisdiccionales conforme a las siguientes reglas:

(…)

3. Las autoridades nacionales competentes en materia de propiedad intelectual:

(…)

b) La Dirección Nacional de Derechos de Autor en los procesos relacionados con los derechos de autor y conexos.

(…)”

(Se subraya el texto demandado)



I. Problema jurídico
¿Asignar  facultades jurisdiccionales a la Dirección Nacional de Derechos de Autor en los procesos relacionados con los derechos de autor y conexos, desconoce las condiciones previstas en la Constitución para la asignación de funciones jurisdiccionales a las autoridades administrativas y, en particular, (i) los mandatos de excepcionalidad y precisión, (ii) la prohibición de otorgar tal tipo de facultades para instruir sumarios  o juzgar delitos y (iii) el deber de asegurar la imparcialidad e independencia en el ejercicio de las funciones atribuidas?

II. Solución del problema jurídico
[bookmark: _GoBack]La Corte resolvió este problema jurídico de forma negativa. La norma acusada establece con claridad y precisión las competencias jurisdiccionales que se le han asignado a la Dirección Nacional de Derechos de Autor en materia de asuntos civiles y mercantiles relacionados con los derechos de autor y conexos, y bajo ningún aspecto la norma demandada otorga facultades a esta autoridad administrativa para instruir sumarios penales. Si la norma afirmara esto, entraría en contradicción con el artículo primero del Código General del Proceso, que establece que su objeto es el de regular procesos civiles, mercantiles, de familia y agrarios, no procesos penales, que tienen su regulación propia.
Sin embargo, para no correr el riesgo de que el artículo demandado pueda llevar a problemas de imparcialidad, confusión y falta de independencia de las funciones propiamente administrativas de la Dirección Nacional de los Derechos de Autor, de las funciones jurisdiccionales, la Corte ordenó que, mediante los procedimientos constitucionales previstos, se adoptaran todas las reformas en la estructura interna de esta autoridad administrativa, para asegurar una separación plena de estas dos funciones. 
“3.5.1.1. Este Tribunal considera que el literal acusado no desconoce el mandato  de precisión establecido en la Constitución. La atribución satisface las exigencias de claridad y determinación que se derivan de dicho mandato. 

El legislador acudió a una forma de enunciación temática general determinada consistente en aludir, en el marco de la denominada propiedad intelectual, a una de sus materias generales correspondiente a los derechos de autor y conexos. Esa delimitación legalmente reconocida por diversas disposiciones –Decisión 351 de la Comunidad Andina de Naciones, ley 23 de 1982 y ley 44 de 1993- según se explicó más arriba (supra 3.2), es además complementada por el artículo 1 del Código General del Proceso al establecer que dicho estatuto se ocupa de disciplinar la actividad procesal en asuntos civiles, comerciales, agrarios y de familia. Ello permite entender que las funciones jurisdiccionales asignadas aluden únicamente a los asuntos civiles o mercantiles vinculados a los derechos de autor y conexos.    
 
3.5.1.2. Ciertamente el legislador hubiere podido acudir a un modelo de asignación más restringido, aludiendo por ejemplo a determinada clase de derechos de autor  o a algunos de los denominados derechos conexos - atribución por enunciación temática especial- o, como lo sugiere el demandante, diferenciando la competencia según la cuantía o la existencia de segunda instancia. Sin embargo la existencia de esa alternativa no conduce a que la elección de una enunciación temática general determinada resulte contraria a la Carta dado que, además de permitir la delimitación con un alto grado de seguridad de las materias que podrán ser objeto de juzgamiento por parte de la Dirección Nacional de Derecho de Autor, ha sido reconocida como posible por parte de la jurisprudencia de esta Corporación. 

3.5.1.3. La anterior delimitación implica, además, que carece de apoyo el argumento del demandante de acuerdo con el cual la indefinición de la asignación tendría como efecto el reconocimiento de una competencia a la Dirección Nacional de Derechos de Autor para instruir sumarios o juzgar delitos relacionados con los derechos de autor o conexos. Esa interpretación es contraevidente si se considera lo señalado, se insiste una vez más, por el artículo 1 de la ley 1564 de 2012.  

(…)
3.5.3.4. Considerando que el aparte acusado admite jurídicamente dos interpretaciones, una de ellas consistente en aceptar eventuales riesgos de interferencia entre las funciones administrativas y las funciones judiciales y otra que exige la distinción precisa y clara entre unas y otras, la Corte declarará la constitucionalidad condicionada de la disposición examinada siguiendo para el efecto un entendido similar al previsto en la sentencia C-1071 de 2002. Ese condicionamiento tiene como efecto la necesidad de emprender acciones específicas, normativas y fácticas, para asegurar la supremacía de la Constitución.  

En esa medida dispondrá en la parte resolutiva declarar la exequibilidad del literal b) del numeral 3 del artículo 24 de la ley 1564 de 2012 siempre y cuando, mediante los procedimientos constitucionales previstos, se adopten las medidas que se requieran  para asegurar que la estructura y funcionamiento de la Dirección Nacional de Derechos de Autor no afecten el principio de imparcialidad e independencia en el ejercicio de las funciones judiciales asignadas. 

En esas condiciones debe garantizarse (1) que no pueda el mismo funcionario o despacho ejercer funciones judiciales en asuntos de derechos de autor o derechos conexos respecto de los cuales se hubiera pronunciado con anterioridad, con motivo del ejercicio de alguna de las funciones administrativas y (2) que las funciones judiciales asignadas sean desarrolladas por funcionarios distintos, que no tengan relación alguna de sujeción jerárquica o funcional frente a quienes dictaron o aplicaron pronunciamientos en materia de derechos de autor o conexos y que se refieran directamente al asunto que se somete a su conocimiento”.

III. Decisión de la Honorable Corte
La Corte Constitucional decidió declarar exequible el literal b, numeral 3, del artículo 24 de la ley 1564 de 2012 Código General del Proceso, bajo la condición de que la estructura y funcionamiento de la Dirección Nacional de Derechos de Autor garanticen los principios de imparcialidad e independencia, en el ejercicio de las funciones jurisdiccionales asignadas. 


	
	
	



